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SOLUCIÓN AMISTOSA

ARGENTINA

INTERNOS PENITENCIARÍAS DE MENDOZA

21 de julio de 2011

I. RESUMEN

1. El 29 de mayo de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por 200 internos del Pabellón 8 de la Penitenciaría de Mendoza en la cual se alegó la responsabilidad de la República de Argentina
 (en adelante, “el Estado” o “el Estado argentino”) por la violación de los derechos de los internos a la integridad física, a la salud y a la vida. El 26 de octubre de 2004 se recibió por vía del Defensor del Pueblo otra denuncia firmada por los internos del pabellón 6 de la Penitenciaría. El 21 de julio de 2004, la Comisión recibió por vía electrónica una solicitud de medidas cautelares en el presente asunto a favor de los internos alojados en la Penitenciaría de la Provincia de Mendoza y sus dependencias, en la cual se alegó la violación del Estado de los artículos 4, 5 (6), y 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “la Convención” o “la Convención Americana”).  El original y los anexos de esta solicitud fueron remitidos a la Comisión el 28 de julio de 2004. En esta ocasión, los internos fueron representados por Alfredo Ramón Guevara, Diego Jorge Lavado, Pablo Gabriel Salinas, Carlos Eduardo Varela Álvarez y Alfredo Ramón Guevara Escayola, todos ellos abogados. Dicha solicitud contenía aspectos de carácter urgente así como también solicitudes de carácter más amplio que ameritaban ser tratadas dentro del sistema de peticiones individuales. La Comisión decidió tratar los aspectos relacionados con riesgos de daños irreparables a la vida o la integridad física a través de un proceso de medidas cautelares y luego medidas provisionales; y tratar los demás aspectos como una petición.
2. En el transcurso del trámite interno de las peticiones, la Comisión, haciendo uso de la facultad contenida en el artículo 29(1)(d) de su Reglamento en vigencia, procedió a acumular y tramitar, en un mismo expediente, la petición inicial y los aspectos de la solicitud de medidas cautelares que correspondían a una petición. Luego de analizar la información recibida, se identificó a los internos de la Penitenciaría de Mendoza y de la Unidad Gustavo André de Lavalle, junto con sus representantes, como “los peticionarios”. La CIDH destaca que luego del inicio del trámite y hasta la fecha, sólo se han recibido comunicaciones de los abogados Alfredo Ramón Guevara, Diego Jorge Lavado, Pablo Gabriel Salinas, Carlos Eduardo Varela Álvarez y Alfredo Ramón Guevara Escayola, quienes representan a todos los internos de la Penitenciaría de Mendoza y de la Unidad Gustavo André Lavalle. Dicha solicitud fue registrada bajo el número 1231/04
. 
3. El 13 de octubre de 2005, la CIDH adoptó el Informe 70/05. En él, concluyó que era competente para conocer la petición referente a las supuestas violaciones de los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, contenidas en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana, referentes a las condiciones de detención de los internos de la penitenciaría de Mendoza y de la Unidad Gustavo André de Lavalle. Concluyó que analizaría la posible violación de los artículos 1, 2, 7 y 25 de la Convención en relación con sus obligaciones de garantizar la libertad personal, de respetar los derechos, de adoptar disposiciones de derecho interno y de garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente un recurso.
4. Las partes firmaron un acuerdo de solución amistosa el 27 de agosto de 2007, y lo ratificaron ante la CIDH el 12 de octubre del mismo año, en el marco de su 130 Período Ordinario de Sesiones.
5. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 40(5) del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por la parte peticionaria. Asimismo, se transcribe el acuerdo de solución amistosa suscrito entre las partes. Por último, la Comisión decide aprobar el acuerdo suscrito entre las partes y  la publicación del presente informe.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. La CIDH emitió el Informe 70/05 de Admisibilidad de la petición 1231/04, el 13 de octubre de 2005 y le asignó el número de caso 12.532. Dicho Informe fue trasladado a los peticionarios el 21 de noviembre de 2005, ocasión en la que la CIDH se puso a disposición de las partes para iniciar un proceso de solución amistosa. El Informe fue trasladado al Estado en la misma fecha. El 17 de octubre de 2005 se celebró una audiencia con la participación de las partes durante el 123 Período Ordinario Sesiones de la CIDH, ocasión en la cual acordaron, mediante un acta de trabajo, una ruta a seguir con el objeto de iniciar un proceso de solución amistosa. El 27 de diciembre de 2005, los peticionarios propusieron puntos para avanzar en el proceso de solución amistosa.

7. Los días 19 y 20 de junio de 2006, los peticionarios solicitaron la consecución del trámite por no haber obtenido respuesta del Estado. El 19 de septiembre los peticionarios presentaron observaciones sobre el fondo. El 5 de diciembre de 2006 se realizó una reunión de trabajo en el marco de una visita del Relator del país a Argentina. El 12 de diciembre los peticionarios enviaron nueva información. 

8. El Estado solicitó una prórroga el 6 de febrero de 2007. El 5 de marzo el Estado informó sobre su voluntad de avanzar en un proceso de solución amistosa. Los peticionarios solicitaron la emisión del Informe a la CIDH por medio de comunicación de 8 de mayo de 2007, informando nuevos hechos. El Estado informó el 13 de junio que han acordado con los peticionarios retomar el espacio de diálogo con el fin de arribar a una solución amistosa.  Los peticionarios presentaron información adicional en fechas: 25 de junio y 31 de julio de 2007. El Estado presentó información adicional el 13 de junio de 2007.

9. Los peticionarios solicitaron medidas cautelares el 10 de abril de 2007, a favor de Pablo Salinas, su esposa y sus hijos. El 16 de abril la CIDH solicita información al Estado. El 30 de abril, los peticionarios amplían la solicitud a favor de Diego Lavados, Alfredo Guevara y Carlos Varela y sus respectivos grupos familiares. El 4 mayo la CIDH solicita nueva información al Estado. El Estado informa el 11 de mayo de 2007. La CIDH no otorgó las medidas cautelares.

10. El 12 de octubre de 2007 se ratificó ante la CIDH un acuerdo de solución amistosa firmado entre las partes el 28 de agosto del mismo año. 

11. Los peticionarios presentaron nueva información en fechas: 15 de septiembre; 26 de septiembre; 13 de diciembre y 29 de diciembre de 2007; 24 y 30 de enero; 1 de febrero; 29 de febrero y 22 de agosto de 2008. 

12. El Estado presentó información adicional el 29 de septiembre. El 16 de noviembre  informó de la emisión del Decreto 2740 de 12 de octubre de 2007 que aprueba el Acuerdo de Solución Amistosa, con sus anexos. Solicitó prórrogas el 12 de marzo; 20 de junio y 5 de diciembre de 2008. 
13. El 9 de enero de 2009, informó que el Senado dio sanción definitiva a la Ley 7.930, que autoriza al Poder Ejecutivo a conformar el Tribunal Ad-Hoc a los efectos de determinar la eventual pertinencia e indemnización que pudiera corresponder, en el marco del decreto No. 2740/07. Solicitó en este escrito la emisión por parte de la CIDH del Informe de Solución Amistosa. 

14. El Estado solicitó prórroga el 19 de febrero de 2009. Envió información adicional sobre la implementación del acuerdo el 11 de marzo de 2009, y solicitó la emisión del informe de solución amistosa a la CIDH. 

15. El 21 de diciembre de 2009 los peticionarios informaron sobre la falta de cumplimiento de la conformación del Tribunal Arbitral. El 27 de enero de 2010, ambas partes, Estado y peticionarios, solicitaron a la CIDH la emisión del Informe de Solución Amistosa. Los peticionarios enviaron comunicación el 18 de febrero de 2010 solicitando la postergación de la emisión del Informe, debido a nuevos hechos ocurridos en las Penitenciarías. El Estado informó el 4 de junio y solicitó la emisión del Informe por parte de la CIDH. 

16. Durante el 140 Período Ordinario de Sesiones de la CIDH, se convocó a una reunión de trabajo con el fin de hacer seguimiento al cumplimiento del acuerdo de solución amistosa, que contó solo con la presencia del Estado. El Estado entregó información sobre cumplimiento el 28 de octubre de 2010, lo cual fue debidamente transmitido a los peticionarios. El 14 de diciembre de 2010 los peticionarios informan que se dan por “notificados del Laudo emitido por el Tribunal Arbitral Ad Hoc” e informaron acerca de su conformidad con el mismo. Solicitaron a la CIDH la emisión del Informe conforme al artículo 49 de la Convención Americana. De dicha comunicación se les acusó recibo el 18 de enero de 2011. Los peticionarios informaron el 2 de febrero sobre nuevos hechos de tortura en el Penal San Felipe. El 27 de abril de 2011, se solicitó a los peticionarios el envío del laudo arbitral. El 12 de mayo de 2011 se recibió una comunicación de los peticionarios dando seguimiento a su solicitud de homologación del acuerdo. El 27 de mayo de 2011 el Estado informó acerca de la creación de la “Comisión Provincial de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes” mediante Ley sancionada por la Provincia el 22 de marzo de 2011 y promulgada el 15 de abril de 2011. El 16 de junio de 2011, el Estado envió copia del Laudo Arbitral. 

Las Medidas cautelares y provisionales

17. Tomando en cuenta la relación entre la petición y las medidas cautelares y después provisionales, aquí se resume en forma sumaria el trámite de las medidas urgentes adoptadas. Frente a la solicitud de medidas cautelares recibida por la Comisión el 28 de julio de 2004 y registrada bajo el número 923-04, la CIDH decidió, con fecha 3 de agosto de 2004, solicitar al Estado que, en consulta con los peticionarios, adoptase medidas cautelares con el fin de:

a)
asegurar las debidas condiciones de seguridad necesarias para salvaguardar la vida e integridad personal de los reclusos;  

b)
separar a los internos en detención preventiva de los condenados; y 

c)
condiciones de higiene y salud adecuadas, incluyendo el acceso a servicios sanitarios y duchas.

18. Durante la vigencia de las medidas cautelares, la Comisión recibió 26 cartas, suscritas por 227 internos de la Penitenciaría Provincial, según las cuales las condiciones imperantes en el centro de reclusión no habían mejorado. De hecho, en plena vigencia de las medidas cautelares, la Comisión conoció que el 28 de agosto de 2004 murió otro interno, y el día 14 de octubre de 2004 un interno recibió graves heridas que requirieron su hospitalización.
19. En consideración de la falta de avances en materia de condiciones de seguridad en la Penitenciaría de Mendoza, el 14 de octubre de 2004, la Comisión solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ordene al Estado argentino:

a)
que adopte sin dilación todas las medidas de seguridad y control que sean necesarias para preservar la vida e integridad personal de las personas recluidas en la Penitenciaría de Mendoza y en la unidad Gustavo André de Lavalle, así como las de todas las personas que ingresen a tales centros carcelarios, entre ellas los empleados y funcionarios que prestan sus servicios en dichos lugares;

b)
que adopte medidas inmediatas conducentes a la separación de los internos encausados y los condenados, en cumplimiento de las condiciones exigibles bajo los estándares internacionales aplicables a la materia; 

c)
que lleve a cabo investigaciones serias, completas y ágiles en relación con los actos de violencia ocurridos al interior de la Penitenciaría de Mendoza y la unidad Gustavo André; individualice a los responsables y les imponga las sanciones correspondientes, como mecanismo de prevención para impedir la recurrencia de nuevos hechos de violencia;

d)
que dentro de un plazo razonable presente a consideración del Tribunal un plan para la reubicación de los internos que alberga en exceso la Penitenciaría de Mendoza y la unidad Gustavo André respetando su capacidad máxima y las necesidades en materia de recursos humanos, pero sin generar un nuevo problema de hacinamiento en otros establecimientos carcelarios; y

e)
que dentro de un plazo razonable proceda a la readecuación de las instalaciones de la Penitenciaría de Mendoza y la unidad Gustavo André a fin de que presten las condiciones mínimas sanitarias, de espacio y dignidad necesarias para albergar a los internos.

20. Las medidas provisionales estuvieron vigentes hasta el 26 de noviembre de 2010, fecha en que la Corte decidió levantarlas. 

III.
LOS HECHOS 
21. Los peticionarios sostuvieron que el Estado es responsable de violaciones a sus derechos a la vida, a la salud y a la integridad personal puesto que  aproximadamente 2400 de ellos se encontrarían alojados en un penal con capacidad para 600 internos, de tal forma que 4 o 5 internos se encontrarían en celdas de 3 x 2 metros cuadrados. Alegaron también que carecen de baños, duchas, comida suficiente y atención médica adecuada. 
22. Los peticionarios añadieron que hasta cuatro personas se alojan en celdas cuyas dimensiones no superan los 2 metros cuadrados y en donde existe una sola cama, no existe luz natural ni ingresa el aire de exterior.  Informaron que en muchos casos dicho encierro se extiende por un término que alcanza las veinte horas y que sólo durante cuatro horas alternadas pueden estar fuera de las celdas. Afirmaron que deben realizar sus necesidades fisiológicas dentro de una bolsa de nylon en condiciones de promiscuidad y dentro de la celda frente al resto de sus compañeros. Alegaron además que carecen de agua para bañarse debiendo recurrir a una manguera y que muchos de ellos padecen de sarna y otras enfermedades producto de la falta de higiene.
23. Los peticionarios dejan constancia que tanto los encausados como los condenados se encuentran en permanente riesgo de sufrir graves ataques contra su integridad física y su vida, riesgo que se ha visto materializado con repetidos hechos de violencia que han resultado en una serie de heridos y muertos. Más específicamente, denunciaron en la petición que en el transcurso del año 2004, por ejemplo, murieron al menos 11 internos y resultaron heridos un número indeterminado de internos sin que se hayan esclarecido las circunstancias de estos actos. 
24. Los peticionarios alegaron que las condiciones de detención de esta dependencia penitenciaria incumplen sistemáticamente con las funciones y fines de las penas privativas de la libertad puesto que no cumplen con el objetivo de proporcionarles un tratamiento tendiente a su readaptación social ni con la necesidad de contar con medidas para asegurar la seguridad dentro de la Penitenciaría. 
25. Por otra parte, denunciaron que no tenían acceso a tratamiento médico, que reclusos se cortaron con el fin de conseguir tal acceso y que en cualquier caso, no contaban con los recursos materiales o médicos necesarios para un tratamiento mínimo. Los peticionarios dieron a conocer que la mayoría de internos no puede acceder a ningún tipo de trabajo o tarea de resocialización ni puede asistir a la escuela ni a los oficios religiosos y que no existe separación entre condenados y encausados. 
26. Los peticionarios sostuvieron que la Dirección del establecimiento facilita permanentes ingresos de un denominado “cuerpo especial” de la Policía de Mendoza, conformado por personas encapuchadas y acompañadas de perros entrenados para amedrentar y lesionar a los internos. 
27. Los peticionarios informaron que han realizado permanentes reclamos ante los tribunales por medio de acciones de hábeas corpus por agravamiento injustificado de las condiciones de detención sin que, como resultado, lleguen a cumplirse las obligaciones que los tribunales imponen al Gobierno provincial. 

28. En la petición se dejó constancia que tanto el Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre Detención Arbitraria como Amnistía Internacional han investigado la situación y manifestado su profunda preocupación por la gravedad de la misma, presentando recomendaciones al gobierno. 

29. Los peticionarios adjuntaron durante el trámite una serie de recortes de prensa relacionados con la Penitenciaría Provincial y el tema de la seguridad. Según lo informado, durante los años de trámite hubo una serie de motines, muertos y heridos en la Penitenciaría, así como casos de tuberculosis y otras enfermedades contagiosas y un incendio que también dejó muertos. 

30. El Estado sostuvo que la presente petición expone igual problemática que la que dio origen a la solicitud de medidas cautelares y provisionales. 

IV.
SOLUCIÓN AMISTOSA
31. El 12 de octubre de 2007 el peticionario suscribió junto con representantes de la República Argentina el acuerdo de solución amistosa ante la CIDH, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

ACUERDO DE SOLUCION AMISTOSA

Las partes en el caso N° 12.532 del registro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos - Internos de las Penitenciarias de Mendoza - los peticionarios, representados en este acto por el Dr. Carlos Varela Álvarez, y el Gobierno de la Republica Argentina, en su carácter de Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante "La Convención", actuando por expreso mandato de los artículos 99 inciso 11 y 126 de la Constitución de la Nación Argentina, y en orden a lo dispuesto por el articulo 28 de la Convención, representado en este acto por el señor Subsecretario de Asuntos Penitenciarios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Dr. Federico Horacio Ramos; por Ia Sra. Directora Nacional de Asuntos Internacionales de la Secretaria de Derechos Humanos de la Nación, Dra. Andrea Gladys Gualde; y por el señor Asesor de Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio International y Culto, Dr. Jorge Nelson Cardozo, tienen el honor de informar a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos que han llegado a un acuerdo de solución amistosa de la petici6n, cuyo contenido se desarrolla a continuación, solicitando que, en orden al consenso alcanzado, la misma sea aceptada y se adopte el consecuente informe previsto por el articulo 49 de la Convención, conforme las condiciones especificadas en el presente documento.

I.- La responsabilidad de la Provincia de Mendoza en el caso
1. Mediante el acta suscripta en la ciudad de Mendoza el 28 de agosto de 2007, el Gobierno de la Provincia de Mendoza ha declarado que, "...en orden a las constancias que existen respecto de Ios hechos que desencadenaron Ia solicitud de adopción de medidas cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con fecha 3 de agosto de 2004, y las posteriores medidas provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos mediante resolución del 22 de noviembre de 2004 en el "caso de las Penitenciarías de Mendoza", y habiendo considerado las conclusiones a las que arribó Ia Ilustre Comisión Interamericana en el informe de admisibilidad No 70/05 relativo al caso del acápite en cuyo marco señaló que el mismo "...es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, con respecto a las supuestas violaciones a los derechos a la vida, a la integridad física y a la salud, contenidas en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana, referentes a las condiciones de detención de los internos de la penitenciaria de Mendoza" como así también respecto de "...la posible aplicación de los artículos I, 2, 7 y 25 de la Convención en relación con la obligación del Estado argentino de garantizar la libertad personal, de respetar los derechos, de adoptar disposiciones de derecho interno y de garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente un recurso" y otros elementos de convicción que fueron incorporándose en el proceso de solución amistosa, en particular a partir de la puesta en marcha del convenio de cooperación en virtud del cual el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación envío un equipo de trabajo a efectos de desempeñar tareas de gestión de campo, el Gobierno de la Provincia de Mendoza entiende que existen elementos suficientes para tener por configurada Ia responsabilidad objetiva de la Provincia de Mendoza en el caso, razón por la cual decide asumir responsabilidad en los hechos y sus consecuencias jurídicas, conforme a Ias conclusiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos referidas precedentemente."

2. Atento a ello, y en orden a la naturaleza internacional de las violaciones de derechos reconocidas precedentemente, acontecidas en el ámbito de la jurisdicción de Ia Provincia de Mendoza, el Gobierno de la Republica Argentina manifiesta que no tiene objeción alguna en acompañar dicho reconocimiento en el ámbito internacional en su calidad de Estado parte de la Convención y de conformidad con Ia normativa constitucional invocada en el acápite, solicitando a la ilustre Comisión se tengan por reconocidos los hechos sucedidos en dicha jurisdicción en los términos expresados en el punto 1.

II.- Medidas de Reparación Pecuniarias:
El Gobierno de la Republica Argentina y los Peticionarios solicitan a la Ilustre Comisión Interamericana que acepte los compromisos asumidos par el Gobierno de la Provincia de Mendoza mediante el acta citada en el punto 1.1, relacionados con medidas de reparación pecuniarias que a continuación se transcriben:

"1. Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral "ad-hoc", a efectos de que este determine el monto de las reparaciones pecuniarias debidas a Ias victimas involucradas en el caso, de acuerdo a los derechos cuya violación se ha tenido por reconocida en el punto I de la presente acta, conforme a los estándares internacionales que sean aplicables.

2. El Tribunal estará integrado por tres expertos independientes, de reconocida versación en materia de derechos humanos y alta calidad moral, uno designado a propuesta de los peticionarios, el segundo a propuesta del Estado, y el tercero a propuesta de los dos expertos designados por las partes. El Tribunal deberá estar integrado, a más tardar, dentro de los 30 días siguientes a la ratificación legislativa del Decreto del Poder Ejecutivo Provincial mediante el cual se apruebe el presente acuerdo.

3. El procedimiento a aplicar será definido de común acuerdo entre las partes, de cuyo contenido se dejara constancia en un acta cuya copia se elevara a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto. A tal efecto, las partes designarán un representante para participar en las deliberaciones sobre el procedimiento.

4. El laudo del tribunal arbitral será definitivo e irrecurrible. El mismo deberá contener el monto y la modalidad de las reparaciones pecuniarias acordadas, Ios beneficiarios de las mismas, y la determinación de Ias costas y honorarios que pudieran corresponder, tanto en el procedimiento Ilevado a cabo en el ámbito internacional como en la instancia arbitral, debiendo ser sometido a Ia evaluación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, con el objeto de verificar que el mismo se ajusta a los parámetros internacionales aplicables. Los montos reconocidos en el laudo serán inembargables y se encontraran exentos del pago de todo impuesto, contribución o tasa existente o por crearse.

5. Los peticionarios se obligan a desistir de las acciones civiles iniciadas ante los tribunales locales respecto de Ias personas que resulten beneficiarias de las reparaciones que determine el Tribunal Arbitral ad-hoc, y renuncian, de manera definitiva e irrevocable, a iniciar todo otro reclamo de naturaleza pecuniaria contra el Estado Provincial y/o contra el Estado Nacional en relación con el presente caso. " 
III. Medidas de reparación no pecuniarias
El Gobierno de la Republica Argentina y los Peticionarios solicitan a la lustre Comisión Interamericana que acepte los compromisos asumidos por el Gobierno de la Provincia de Mendoza mediante el acta citada en el punto 1.1, relacionados con medidas de reparación no pecuniarias que a continuación se transcriben:

1.
Medidas normativas:

a) Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree un organismo local de prevención en el marco del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos o degradantes, y a realizar las gestiones pertinentes para lograr su aprobación. Dicho organismo deberá responder a los estándares de independencia y autonomía fijados en dicho Protocolo, y deberá adaptarse en definitiva a los criterios que se establezcan oportunamente al sancionarse el mecanismo nacional correspondiente. A tal fin se establece un plazo de 90 días a partir de la firma del presente;

b) Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree la figura del Defensor del Pueblo de Mendoza, que tendrá a su cargo la defensa de los derechos humanos al conjunto de la población (salud, educación seguridad, desarrollo, medio ambiente sano, libertad de información y comunicación, derechos de los consumidores y usuarios, etc.) y a realizar [as gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

c) Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor de 90 días, un proyecto mediante el cual se crea una Procuración a favor de las personas privadas de libertad, y a realizar Ias gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

d) Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor a 90 días, un proyecto de ley mediante el cual se crea una Defensoría Pública oficial ante los juzgados de ejecución penal, y a realizar Ias gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

e) Adoptar las medidas que fueran necesarias para jerarquizar la Coordinación de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno a nivel de Dirección o Subsecretaria.

2. 
Otras Medidas de Satisfacción:

a) El Gobierno de la Provincia de Mendoza adoptara las medidas necesarias para colocar, en un plazo no mayor a 90 días, una placa recordatoria de las medidas solicitadas por la CIDH y por la Corte IDH respecto de las cárceles de Mendoza, que se ubicara en la entrada de la Penitenciaria Provincial;
b) El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete a realizar, en el ámbito de su competencia, todas las gestiones necesarias para que continúen las investigaciones de todas las violaciones a derechos humanos que derivaron en el dictado de las medidas provisionales dispuestas por la Corte IDH. Los resultados de dichas gestiones serán presentadas por el Gobierno de la Provincia de Mendoza en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, así coma las medidas adoptadas a los efectos de determinar responsabilidades que de dichas violaciones se deriven. Los resultados de dichas investigaciones deberán ser difundidas por los medios de comunicación. 
C. Plan de acción y presupuesto
1. 
El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete, en un plazo no mayor de 90 días, a elaborar, en consulta con el Estado Nacional y con los peticionarios un Plan de Acción en Política Penitenciaria que permita establecer políticas publicas de corto, mediano y largo plazo con un presupuesto acorde que posibilite su implementación. Dicho plan deberá contemplar, al menos, los siguientes puntos:

a) Indicar las medidas a implementar para que los jóvenes adultos privados de libertad en Ia Provincia de Mendoza sean asistidos y custodiados por personal con formación especifica para dicha tarea. Asimismo, se deberá garantizar a la totalidad de la población en esas condiciones la educación, la recreación y el acceso a actividades culturales y deportivas, una adecuada asistencia medica/ psicológica y toda otra medida destinada a una adecuada inserción social y laboral;

b) Teniendo en cuenta las condiciones de detención de los internos de las penitenciarias de Mendoza, solicitar a las autoridades administrativas o judiciales la revisión de antecedentes disciplinarios o informes del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional que afecten la implementación de los beneficios contemplados en el Régimen Progresivo de la Pena. Además deberá analizar el funcionamiento del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional con el objeto de optimizar su labor;

c) Mejorar el servicio de salud de la Penitenciaria Provincial con la colaboración del Ministerio de Salud y realizarse las inversiones necesarias para la efectiva prestación del servicio a toda persona privada de libertad;

d) Garantizar el acceso a la actividad laboral a todos los internos de las Cárceles de Mendoza que así lo soliciten;

e) Garantizar el acceso y adecuada atención en los Juzgados de Ejecución, de toda persona que tenga un interés legítimo sobre la Ejecución de la Pena de los internos de las Cárceles de Mendoza. En especial el libre acceso a los abogados quienes podrán compulsar libremente Ios expedientes que se tramitan en dichos juzgados;

f) Se procurare una adecuada capacitación y formación profesional del Personal Penitenciario.

D. Ratificación y difusión:
Se deja constancia que el presente acuerdo deberá ser aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza, y posteriormente sometido a ratificación legislativa. Una vez cumplidas dichas formalidades, el Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete a elevar el presente acuerdo al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, a efectos de su evaluación y ratificación en sede internacional, solicitando su sometimiento a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a los efectos contemplados por el articulo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Asimismo, Ias partes convienen en garantizar la confidencialidad de lo aquí acordado hasta tanto el Estado nacional ratifique el presente acuerdo mediante su remisión a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme lo previsto en el párrafo anterior.

Sin perjuicio de ello, el Gobierno de la Provincia de Mendoza y los peticionarios acuerdan que el informe producido por la Comisión de Seguimiento deberá difundirse en dos periódicos de circulación provincial y en otro de circulación nacional.

Finalmente, las partes acuerdan mantener abierto un espacio de dialogo y a constituir una Comisión de Monitoreo a efectos de dar seguimiento al cumplimiento de los compromisos asumidos en la presente acta, incluyendo las propuestas normativas y demás medidas acordadas, en cuyo marco las partes podrán proponer otras medidas de acción que pudieran ser conducentes a un mejor cumplimiento del objeto y fin del presente acuerdo."
IV. Petitorio
El Gobierno de la Republica Argentina y los Peticionarios celebran la firma del presente acuerdo, manifiestan su plena conformidad con su contenido y alcance, valoran mutuamente la buena voluntad puesta de manifiesto durante el proceso de solución amistosa. Asimismo, y tomando en cuenta lo dispuesto en el punto II.D del acta a que se hace referencia en el punto L1, aprobada por Decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza N° 2740/07 de fecha 12 de octubre de 2007, se deja constancia que el presente acuerdo se suscribe ad-referéndum de la ratificación por parte del Poder Legislativo provincial de dicho decreto, y de la conclusión de las formalidades de rigor en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional. Una vez que ello acontezca, las partes acuerdan que, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio International y Culto, se solicite formalmente a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos la aprobación del presente acuerdo, y la adopción del informe previsto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Washington, DC, 12 de octubre de 2007.

Anexo I Al Acta de acuerdo del 28 de agosto de 2007

Muertos en la Penitenciaría de Mendoza por los que se reclama

01) ANDRADA MOLFA, Mario Guillermo: Fallecido el 01 de mayo de 2004 por asfixia en Granja Penal. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo no 4249- P-04. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 163.375 del 1 Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Cándida Graciela MOLFA (madre)

02) FALCON PORRAS, José Alejo: Fallecido el 01 de mayo de 2004 por asfixia en la Granja Penal. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo No. 4349-P-04.. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 163.375 del 1 Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Alicia Cruz FALCON (hermana). 

03) GUALPA, Javier Antonio: Fallecido el 01 de mayo de 2004 por asfixia en la Granja Penal. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo No. 4349-P-04.. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 163.375 del 1 Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Norma Lila GUALPA (madre).

04) REALES REYNOSO, Sergio Darío: Fallecido el 01 de mayo de 2004 por asfixia en la Granja Penal. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo No. 4349-P-04.. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 163.375 del 1 Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Rosa Aurelia REINOSO (madre).

05) VILLAROEL MURÜA, Carlos Marcelo: Fallecido el 01 de mayo de 2004 por asfixia en la Granja Penal. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo No. 4349-P-04.. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 163.375 del 1 Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Manuel VILLAROEL (padre). 

06) SAEZ, Ramón Pedro: Falleció en el hospital Lagomaggiore el 04 de junio de 2004, luego de pasar un mes internado por las quemaduras que sufrió en el incendio de la Granja Penal de Lavalle. Causa Penal: no 106032, 106045 y 106054 Tercer Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no. 163.566, del primer Juzgado Civil de Mendoza. Reclamantes: Rosa Antonia SAEZ (madre); Julio César SAEZ (hijo); Tomás Agustín SAEZ (hijo); Ramón Emiliano SAEZ (hijo). 

07) CASTRO IRAZOQUE, Ángel Patricio: Asesinado el 27 de septiembre de 2004 con elementos punzo-cortantes. Ministerio de Justicia y Seguridad Expediente Administrativo no. 1403-P-04. Causa penal: Sumario no. 4759/04, Comisaría 6, Segundo Juzgado de Instrucción. Demanda Civil: no 97.524, Décimo Tercer Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante María Argentina IRAZOQUE (madre) y Heriberto Dionisio CASTRO (Padre).

08)  CAMARGO QUIROGA, Alejandro Ceferino: Asesinado el 30 de octubre de 2004 con elementos punzo cortantes en el interior del pabellón No 11 de la Penitenciaría Provincial. Ministerio de Justicia y Seguridad expediente Administrativo No 2818-P-04, Causa penal: Sumario no. 6397/04, Comisaría 6ª, no. P-78757/04, Cuarto Juzgado de Instrucción, Demanda Civil: no. 15.2460, Décimo Primer Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Teresa QUIROGA (Madre).

09) SALINAS ARES, Sergio Norberto: Asesinado el 4 de diciembre de 2004 con elementos punzo-cortantes y descuartizado en el interior del Pabellón no 7. Causa penal: Tercera Cámara del Crimen de Mendoza. Demanda Civil: no. 115.187, Décimo Tercer Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Norberto Ángel SALINAS y Julia Rosario ARES. 

10) CAMARGO QUIROGA Marcelo Javier: Herido el 21 de noviembre de 20Q4, con elementos punzo-cortantes en el pabellón 13 de la Penitenciaria Provincial y falleció en el hospital Lagomaggiore el 30 de octubre de 2004. Causa penal: ° P-84858-04, Secretaria General de NN, Demanda civil: n° 152,460, Décimo Primer Juzgado Civil de Mendoza; Reclamantes: Mónica .Beatriz. LUCERO en representación de su hija menor de edad Priscila Abigail CAMARGO LUCERO y Teresa QUIROGA (Madre).‑

11) Luis CUELLAR VASQUEZ Asesinado el 17 del marzo de 2005. Causa penal: Unidad Fiscal de Delitos Complejos. Demanda civil; nº 21,5519, 20° Juzgado Civil de Mendoza. Reclamantes: Ella Brualia VASQUEZ (Madre).

12) GOMEZ GONZALEZ, Gerardo: (39 años): Asesinado y mutilado el 17 de junio de 2006. Causa penal: 159801, Unidad Fiscal de Delitos Complejos. Demanda civil: nº 110,752, Décimo Segundo Juzgado Civil de Mendoza. Reclamantes: Hijo menor no reconocido, con filiación en tramite.

13) FERRANTI LUCERO, Diego Ceferino (32 años): Asesinado y mutilado el 17 de junio de 2006. Causa penal: P- 59801, Unidad Fiscal de Delitos Complejos. Demanda civil: nº 82,744, Séptimo Juzgado Civil de Mendoza. Reclamantes: Mirta Yolanda LUCERO (Madre) y un hijo menor sin representación legal.

14) HERNANDEZ ALVARADO, Héctor Gustavo: Luego de intoxicarse con "Chimichuqui", murió por falta de atención medica en el interior de la Penitenciaria de Mendoza en setiembre del 2006, Causa penal: P- 107889, Unidad de Delitos Complejos. Demanda civil: Reclamante ESPINOSA, Vanesa.

15) MINATI, Federico Alberto (22 años): Asesinado el 01 de febrero de 2006 en el interior del pabellón 13 de la Penitenciaria Provincial, con elementos punzo-cortantes. Causa Penal: P- 794.6106, Unidad Fiscal de (Delitos Complejos. Demanda civil: Reclamantes: Víctor Hugo MINATI (hermano), Andrea Silva MINATI (hermana), Lorena Mónica MINATI (hermana), Gustavo MINATI y Daniel Orlando SUAREZ (hermanastros).

16) MANRIQUE FLORES, Sergio Alberto (28 años): Asesinado el 12 de Marzo de 2007, con elemento punzo-cortantes en el interior del Pabellón 10 de la Penitenciarla de Mendoza. Causa penal: n° 20031107, de la Unidad Fiscal de delitos complejos, "F.c RIVAS SOSA, Mario Alberto". Demanda civil: Reclamantes: Marina ABREGO, por sus hijos menores Marcelo Ezequiel ABREGO (filiación), Priscila Daiana ABREGO. (Filiación}; Sheila Milagros Nicol ABREGO (filiación) Matías Emanuel MANRIQUE, Sara Nieves Flores (Madre) y Miguel Ángel MANRIQUE (Padre).

17) CESAR NICOLAS VIDLA FERNANDEZ: Fue asesinado el 8 de diciembre de 2006, en el interior del Pabellón 4 de la Penitenciaría de una puñalada en la espalda. Cause Penal: P- 131268106, Unidad Fiscal de Delitos Complejos. Demanda civil: Reclamantes: Ricardo VIDELA (padre) y Stella Maris FERNANDEZ.

18) VIDELA FERNANDEZ, Ricardo. David: Fue encontrado ahorcado en su celda de la Unidad 1.1 de la Penitenciaría, el 21 de junio 'de 2005. Causa Penal: P-468241051A, Unidad Fiscal, nº 1 de Capital. Demanda civil: Reclamantes: Ricardo VIDELA (padre) y Stella Maris FERNANDEZ,

ANEXO II Al acta de acuerdo del 28 de 2007

Heridos en la Penitenciaria de Mendoza que reclaman
1) RUARTE SORIA, Diego Hernán: Herido gravemente el 16 de marzo de 2004, junto con Esteban Apolinario GARCIA CONTRERAS (posteriormente falleció) y trasladados por la, complejidad de sus heridas al hospital Lagomaggiore. Causa penal: n° P-19773104, caratulados "F.c/NN p/ Av. Homicidio de GARCIA CONTRERA, Esteban Apolinario", Décimo Juzgado de Instrucción. Demanda civil: no153.117, del Décimo Primer Juzgado Civil de Mendoza. Reclamante: Debido a su fallecimiento posterior a la presentación de la demanda reclama como heredera María Isabel SORIA (madre).

2) HERRERÏA Jose Edmundo: Herido gravemente el 6 de junio de 2003, con elemento punzo-cortante en el tórax cuando se encontraba alojado en el Pabellón 9 de Penitenciaria Provincial. Causa penal nº 178.693/1:caratulados "F.c/ PEREZ, Julio; DIAZ, Mauricio; BARROSO, Sergio y CANTO/Italo p/Lesiones Graves a Edmundo José HERRERIA" del Primer Juzgado de Instrucción de la Primera Circunscripción Judicial de la Provincia. Demanda civil: nº .83.541, caratulados ''HERRERIA, Jose Edmundo CIPROVINCIA DE -MENDOZA S/ Daños y Perjuicios. Reclamo: $ 40.000.
3) VERA FUNES Miguel Gustavo: Herido gravemente el 12 de diciembre de -2005, con elementos punzo-cortantes en la Unidad Penitenciaria n° 4, Granja Penal de Gustavo André Lavalle. Causa penal: Autos N° P-92.931105 de la Fiscalía de lnstrucción N° 18 -l Unidad Fiscal de Delitos Complejos. Demanda Civil: Incapacidad del 70%.
4) GUIRALDES ECHEGARAI, Sergio Héctor: Herido gravemente el 03 de octubre de 2006 en el interior de la Penitenciaria, con una chuza en el rostro. Fue derivado al hospital Lagomaggiore y luego al Central donde se declaró meningitis y se lo mantuvo internado hasta el 28 de diciembre de ese mismo ano. Causa penal: Demanda civil.

5)
VILLAREAL DOMINGUEZ, José Lucas. Ingresa la Penitenciaria el 7 de abril de 2007 y fue violado el 10 y 11 de abril ese mismo día lo lesionaron gravemente con un elemento punzante, perdiendo la visión de su ojo izquierdo. Causa penal: Denuncia en Unidad Fiscal nº 1 de Capital de Mendoza.

6)
ORELLANO SILVA, Vicente Raúl: Debido a una infección le colocaron una sonda en la vejiga, por la deficiente atención medica se necrosó su uretra ya que estuvo en esa condición durante 14 meses. En julio de 2006, fue herido con un elemento punzante en uno de sus ojos lesionándolo en el cerebra y derivando en una infección. Causa Penal:

Demanda civil:

7)
MOLINA VALDEZ, Hernán Adrián: Estuvo privado de libertad desde setiembre de 2003 hasta el 5 de julio de 2007, fecha en que recupera la libertad. Le han diagnosticado alopesía (enfermedad de la piel), como manifestación psicosomática por las condiciones de su detención, según informes de los psicólogas del penal, que constan en autos nº 7067-F del Juzgado de Ejecución Penal nº 1. Inicialmente se le negó la libertad condicional debido a una leve sanción recibida en febrero de 2006, la que un año después fue anulada por el Juez de Ejecución Eduardo Mathus, argumentando que se habla violado su derecho de defensa y el debido proceso. Recién se le otorga el beneficio en julio de 2007.

8)
IDEME BASAEZ: Interno que sufrió graves heridas cuando se cayó de un andamio mientras trabajaba realizando reparaciones en el interior de la Penitenciaria.
V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO

32. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención, permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

33. En esta oportunidad, la CIDH observa que las partes han acordado diversas medidas reparatorias, y que ambas partes han solicitado a la CIDH que se pronuncie respecto del acuerdo de solución amistosa. De la información recibida, la CIDH observa que se ha implementado el acuerdo de la siguiente manera:

Medidas de Reparación Pecuniarias:
Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral "ad-hoc", a efectos de que este determine el monto de las reparaciones pecuniarias debidas a Ias victimas involucradas en el caso:

34.  El acuerdo fue aprobado mediante Decreto No. 2740, en el cual se reconoció la responsabilidad del Estado y la Ley ratificatoria del acuerdo fue sancionada el 16 de septiembre de 2008 y publicada el 17 de octubre de 2008. En virtud de lo anterior, se constituyó el Tribunal Ad- Hoc el 15 de diciembre de 2008. Dicho Tribunal emitió laudo el 29 de noviembre de 2010.  

35.  El laudo examina los montos de reparación debidos a cada víctima de las enumeradas en los anexos del acuerdo. El Tribunal recuerda el marco de su competencia en el reconocimiento de responsabilidad que hizo el Estado “en los casos de muertes violentas y de graves atentados contra la integridad personal por no haber garantizado las condiciones mínimas de seguridad, guarda e integridad física de los internos…”. Como cuestión preliminar, resuelve la solicitud de los peticionarios de incluir en el análisis “la posible indemnización por las causas que originaron la privación de libertad, el retardo en las investigaciones y en contestar el traslado ante este procedimiento arbitral, la mala praxis médica y las costas devengadas en los juicios locales”. El Tribunal resuelve que en cuanto a las costas únicamente se referirá al procedimiento ante la CIDH y ante el Tribunal arbitral, asimismo que resulta improcedente analizar las presuntas irregularidades procesales fuera de los casos de muertes arbitrarias, así como las demoras en el proceso arbitral. Concluye que “en definitiva este laudo examinará los hechos que motivaron estos procedimientos, sólo en cuanto tienen incidencia para la determinación de los montos. Por ende, su pronunciamiento se centrará en la determinación de las reparaciones pecuniarias derivadas del incumplimiento, por acción u omisión por parte del Estado de las obligaciones de seguridad, guarda y protección de la integridad personal, de las personas privadas de libertad bajo su exclusiva jurisdicción con los alcances establecidos en los considerandos precedentes y/de las consecuencias derivadas de tales incumplimientos como la generación de muertes arbitrarias o graves violaciones a la integridad personal de los internos […]”. De acuerdo con lo anterior, examinó las 6 muertes (enumeradas como 1 a 6 del acuerdo) producidas en el penal de Lavalle por el incendio ocurrido el 1 de mayo de 2004, y estableció un total de 601.000 dólares estadounidenses.  Estableció asimismo que el monto a pagar por el Estado en los 10 casos de las personas (7 a 18 del acuerdo) fallecidas en la penitenciaría ubicada en Boulogne Sur Mer de 1.413.000 dólares estadounidenses. En los 8 casos de personas que sufrieron lesiones en los distintos centros, estableció un monto de 202.000 dólares estadounidenses. Como costas y honorarios, dispuso el pago de 100.000 dólares estadounidenses y 18.000 de remuneraciones a los árbitros. 

36. Además de establecer las circunstancias particulares de cada víctima, el laudo establece que "las violaciones a los derechos humanos que motivan la intervención de este Tribunal Arbitral han sido cometidas en el contexto de severas falencias del sistema penitenciario provincial mendocino. Y que si bien dicho contexto no ha sido motivo de valoración a los fines de la determinación definitiva de las indemnizaciones pecuniarias acordadas, a tenor de que las mismas carecen de fines punitivos, nos permitimos exhortar, con el objeto de que se garantice efectivamente los derechos de las personas privadas de libertad, su consideración por el Estado".  

Medidas de reparación no pecuniarias
Medidas normativas:

Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree un organismo local de prevención en el marco del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos o degradantes, y a realizar las gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor de 90 días, un proyecto mediante el cual se crea una Procuración a favor de las personas privadas de libertad, y a realizar Ias gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

37. El Estado informó que se sometió a la legislatura provincial un proyecto de ley que une estos dos puntos del acuerdo proponiendo la creación de un órgano externo, “extra poder” de control de las condiciones de detención de los privados de libertad, presidido por el Procurador Penitenciario y conformado por ONG’s con trayectoria en materia de derechos humanos. Informó que con el objeto de lograr su aprobación, el Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos Humanos, en 2009 y 2010 concurrió a diferentes comisiones de la Legislatura Provincial de Mendoza y a jornadas de aplicación del Protocolo Facultativo. 
38. El Estado informa que el 15 de abril de 2011, fue promulgada la Ley 8.279, que dispone la creación del Mecanismo Provincial de Prevención de la Tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. Dicha Ley fue publicada en el Boletín Oficial el lunes 16 de mayo de 2011. 

39. Los peticionarios informan que no se ha cumplido el punto relativo a la procuración en favor de las personas privadas de libertad. 

Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree la figura del Defensor del Pueblo de Mendoza.

40. El Estado informa que sometió dicho proyecto e informa que con el objeto de lograr su aprobación, el Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos Humanos, en 2009 y 2010 concurrió a diferentes comisiones de la Legislatura Provincial de Mendoza y a jornadas de aplicación del Protocolo Facultativo.
41. Los peticionarios informan que esto no se ha cumplido. 

Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor a 90 días, un proyecto de ley mediante el cual se crea una Defensoría Pública oficial ante los juzgados de ejecución penal, y a realizar Ias gestiones pertinentes para lograr su aprobación.

42. El Estado informa que la creación de estas defensorías está contenida en la Ley Orgánica de Ministerio Público, número 8008, recientemente sancionada y que tiene por objeto la defensa y representación de los condenados por sentencia firme en los trámites judiciales y administrativos relativos al régimen progresivo de la pena y a las condiciones de detención en general. En el cumplimiento de esta función tendrán el deber de entrevistar periódicamente a sus defendidos, informándoles sobre el trámite procesal de su causa. Igual función corresponderá a los defensores oficiales respecto a los procesados. Se informa que ya se ha designado a una defensora para el Penal Almafuerte y se designará la defensora para el penal Boulogne Sur Mer. 

43. No hay información respecto a la designación de defensore/as para los centros de Penitenciaría de Mendoza y Gustavo André.  

Adoptar las medidas que fueran necesarias para jerarquizar la Coordinación de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno a nivel de Dirección o Subsecretaria.

44. El Estado informa que fue cumplida mediante Decreto Ejecutivo No. 186 el 29 de enero de 2008.

Otras Medidas de Satisfacción:

El Gobierno de la Provincia de Mendoza adoptará las medidas necesarias para colocar, en un plazo no mayor a 90 días, una placa recordatoria de las medidas solicitadas por la CIDH y por la Corte IDH respecto de las cárceles de Mendoza, que se ubicara en la entrada de la Penitenciaria Provincial.

45. El Estado informa que dicha placa fue colocada en el ingreso al Complejo Penitenciario No 1, Boulogne Sur Mer.

El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete a realizar, en el ámbito de su competencia, todas las gestiones necesarias para que continúen las investigaciones de todas las violaciones a derechos humanos que derivaron en el dictado de las medidas provisionales dispuestas por la Corte IDH. Los resultados de dichas gestiones serán presentadas por el Gobierno de la Provincia de Mendoza en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, así como las medidas adoptadas a los efectos de determinar responsabilidades que de dichas violaciones se deriven. Los resultados de dichas investigaciones deberán ser difundidas por los medios de comunicación. 
46. Los peticionarios informan que no ha habido avances en este sentido y que la mayor parte de los casos continúa en la impunidad.

Plan de acción y presupuesto

El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete, en un plazo no mayor de 90 días, a elaborar, en consulta con el Estado Nacional y con los peticionarios un Plan de Acción en Política Penitenciaria que permita establecer políticas públicas de corto, mediano y largo plazo con un presupuesto acorde que posibilite su implementación. Dicho plan deberá contemplar, al menos, los siguientes puntos:

47. El Estado informa que mediante acta de 16 de abril de 201, el Gobierno Provincial y los peticionarios acordaron establecer un cronograma de trabajo, a fin de completar e implementar el Plan de Acción en política penitenciaria. En este marco, y sobre la base de un plan de acción elaborado por los peticionarios, se llevó a cabo la primera reunión a principios de junio de 2010 en el marco de la cual, el gobierno provincial presentó a los peticionarios un plan de acción penitenciario abarcativo de medidas de corto, mediano y largo plazo. El Estado informa que está a la espera de comentarios de los peticionarios respecto al plan. 

Indicar las medidas a implementar para que los jóvenes adultos privados de libertad en Ia Provincia de Mendoza sean asistidos y custodiados por personal con formación específica para dicha tarea. Asimismo, se deberá garantizar a la totalidad de la población en esas condiciones la educación, la recreación y el acceso a actividades culturales y deportivas, una adecuada asistencia médica/psicológica y toda otra medida destinada a una adecuada inserción social y laboral.

48. El Estado informa que el en Complejo San Felipe se ofrece la totalidad de los niveles educativos formales, esto es, Educación general Básica de Adultos dependiente del CEBA No 3-122, Polimodal dependiente del CENS No. 3-494 y Educación Superior a través de la ejecución conjunta con la Universidad Nacional de Cuyo. La matrícula total asciende a 170 estudiantes.  Asimismo, se ofrecen talleres artísticos, recreativos como cine debate, música, murales, teatro, yoga, etc. Existen dos cursos de capacitación laboral Carpintería y Electricidad con 44 alumnos, entre otras. 

49. Los peticionarios informan que en el Complejo San Felipe se habrían presentado nuevos hechos de tortura por parte de personal penitenciario en 2011.  

50. Los peticionarios informan que existe hacinamiento en el Complejo Boulogne Sur Mer y en Almafuerte y que en ambos recintos se han presentado muertes violentas. Informan que no se ha seguido el plan de obras para superar las deficiencias edilicias de Boulogne Sur Mer (Informan que el 21 de octubre de 2009, la Sala Administrativa de la Corte Suprema de Justicia dio un plazo no mayor de 60 días al Gobierno de Mendoza para que elabore un plan de trabajo anual e integral que contemple la reparación o sustitución de la totalidad de las instalaciones de la cárcel de Boulogne Sur Mer).
Teniendo en cuenta las condiciones de detención de los internos de las penitenciarias de Mendoza, solicitar a las autoridades administrativas o judiciales la revisión de antecedentes disciplinarios o informes del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional que afecten la implementación de los beneficios contemplados en el Régimen Progresivo de la Pena. Además deberá analizar el funcionamiento del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional con el objeto de optimizar su labor.

51. Informa el Estado que desde principios de 2008 el Organismo Técnico Criminológico ha modificado los criterios de evaluación, estableciendo pautas más flexibles y acordes  a la realidad penitenciaria provincial, logrando de este modo un notable incremento de los dictámenes positivos, lo que ha permitido un mayor acceso de los internos a los beneficios establecidos en la Ley 24.660 (de ejecución de la pena privativa de libertad). Asimismo, informa que se modificaron los criterios de evaluación del Consejo Correccional conforme con los criterios establecidos en el Servicio Penitenciario provincial. 

Mejorar el servicio de salud de la Penitenciaría Provincial con la colaboración del Ministerio de Salud y realizarse las inversiones necesarias para la efectiva prestación del servicio a toda persona privada de libertad.

52. El Estado informa que en el Complejo San Felipe la división sanidad realiza guardias médicas las 24 horas, además de control semanal. Se les brinda asistencia mediante la Junta Interdisciplinaria de Jóvenes adultos, conformada por profesionales de distintas disciplinas. Se creó asimismo una división psicosocial. En adición informa que se ha finalizado la construcción de los edificios de panadería, cocina y talleres de laborterapia y mantenimiento, y la construcción de un nuevo microhospital.

53. El Estado informa que se incorporaron 23 profesionales de la salud durante 2009, y 13 durante 2010. La atención médica se desarrolla mediante un modelo que ha permitido lograr un control médico, odontológico y psiquiátrico eficiente, de manera quincenal. Cuando el requerimiento es por urgencia, el interno es conducido inmediatamente a los consultorios de la División sanidad para su atención y tratamiento. Se implementó una ficha médica que permite identificar cualquier patología y se está trabajando sobre una historia clínica digital. Se firmó un convenio con el hospital Central y se gestionó la ampliación del convenio con el hospital El Sauce para poder ampliar el número de internos alojados. Además se ha avanzado en un sistema de vacunación. La atención psicológica funciona desde las 8 a las 18 horas y cuenta con una guardia de emergencias. Asimismo, se trabaja con un programa de adicciones, para ayudar a los internos con estos problemas. Informa que el 100% de las fichas clínicas se encuentran elaboradas. 

54. No hay información respecto a los centros de Gustavo André y Penitenciaría. 

d) Garantizar el acceso a la actividad laboral a todos los internos de las Cárceles de Mendoza que así lo soliciten;

55. El Estado informó que hubo un aumento de plazas en Complejo San Felipe y la Granja Penal Gustavo André Lavalle.
e) Garantizar el acceso y adecuada atención en los Juzgados de Ejecución, de toda persona que tenga un interés legítimo sobre la Ejecución de la Pena de los internos de las Cárceles de Mendoza. En especial el libre acceso a los abogados quienes podrán compulsar libremente Ios expedientes que se tramitan en dichos juzgados;

56. Los internos de San Felipe y Boulogne Sur Mer se encuentran a cargo de un juez de ejecución. Se creó uno nuevo por Ley 7240/05, el cual ya tiene Jueza asignada. 

f) Se procurará una adecuada capacitación y formación profesional del Personal Penitenciario.

57. El Estado informa que fue aprobada la Ley no 7.976 Orgánica del Servicio Penitenciario Provincial que exige la profesionalización de las máximas autoridades penitenciarias, lo que provocará un aumento en la capacitación y profesionalización del personal que tenga intención de ascender en la carrera penitenciaria. Se creó el Área de Formación y Capacitación del personal penitenciario. En una segunda etapa se proyectará la creación del Instituto Universitario Penitenciario. 

58. En relación con los complejos bajo medidas provisionales Gustavo André y Boulogne Sur Mer, el Estado informa que se designó en 2008, a 338 agentes penitenciarios; asimismo se creó un sistema de ascensos y reescalafonamiento del personal; se está trabajando en capacitación y en el Reglamento de la Ley Orgánica Constitucional. Asimismo, se continúa con el proceso de separación de condenados y procesados. 

Finalmente, las partes acuerdan mantener abierto un espacio de diálogo y a constituir una Comisión de Monitoreo a efectos de dar seguimiento al cumplimiento de los compromisos asumidos en la presente acta, incluyendo las propuestas normativas y demás medidas acordadas, en cuyo marco las partes podrán proponer otras medidas de acción que pudieran ser conducentes a un mejor cumplimiento del objeto y fin del presente acuerdo.

59. Los peticionarios informan que no se ha constituido la Comisión de Monitoreo.

60. La Comisión ha tomado conocimiento, como se menciona más arriba, tanto del proceso desarrollado para llegar al fallo arbitral, como de la decisión emitida en cuanto a las reparaciones pecuniarias en el caso en fecha 19 de mayo de 2011. La Comisión estima que el laudo se ajusta a los estándares internacionales aplicables. La Comisión desea expresar su reconocimiento al Tribunal Arbitral por su trabajo cuidadoso con el proceso arbitral y su decisión emitida, y desea reconocer una vez más la buena fe y voluntad de las partes en este proceso, cuyo compromiso ha hecho posible importantes avances. La Comisión recibe el laudo como una contribución importante para la resolución del presente caso, y espera recibir información periódica de las partes sobre el cumplimiento con los términos de reparación pecuniaria, así como sobre las otras medidas de reparación no pecuniarias establecidas en el laudo arbitral.

61. La información que antecede demuestra que se ha registrado un cumplimiento importante del acuerdo, dentro de los términos de la Convención Americana.  La CIDH valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para lograr el acuerdo y para implementarlo. La Comisión declara que el mismo resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.
VI.
CONCLUSIONES

62. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48(1) (f) y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su satisfacción por los esfuerzos realizados por las partes y por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso basado en el objeto y fin de la Convención Americana.

63. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
DECIDE:

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 28 de agosto y ratificado ante la CIDH el 12 de octubre de 2007 y continuar con el seguimiento de los puntos pendientes de cumplimiento, con especial énfasis en lo relativo a las condiciones de detención de los internos de las Penitenciarías y a la investigación de los hechos denunciados. 

2.
Reconocer el Laudo Arbitral emitido por el Tribunal Arbitral Ad-Hoc en fecha 19 de mayo de 2011 en este caso; declarar que el mismo se ajusta a los estándares internacionales, y hacer seguimiento al cumplimiento de las medidas de reparación pecuniarias y no pecuniarias dispuestas en el mismo. 

3.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
I
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� Argentina es parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó el correspondiente instrumento de ratificación.  


� En un principio, la denuncia identificó como peticionarios a los internos del Pabellón 8 de la Penitenciaría de Mendoza, y varios de ellos firmaron la petición. Posteriormente, la solicitud de medidas cautelares llegó a nombre de todos los internos de la Penitenciaría de Mendoza y de la Unidad Gustavo André de Lavalle. Al momento de acumular la petición, la Comisión identificó como supuestas víctimas a los internos de la Penitenciaría de Mendoza y de la Unidad Gustavo André de Lavalle.





